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Resumen
Esta investigación evalúa jurídicamente el funcionamiento de las denominadas 
aplicaciones de “préstamo fácil” en Colombia dentro del marco normativo de 
protección al consumidor; analiza la efectividad de las medidas regulatorias 
adoptadas frente a presuntas prácticas abusivas. El trabajo recurre a una meto-
dología dogmático-jurídica, complementada con análisis descriptivo, analítico 
y propositivo, para hacer una revisión del marco normativo aplicable (en par-
ticular las leyes 1480 de 2011 y 1581 del 2012), las decisiones administrativas 
de la Superintendencia de Industria y Comercio (sic) y la jurisprudencia de la 
Corte Constitucional. Los resultados evidencian que estas plataformas operan 
sobre modelos contractuales y tecnológicos que profundizan la asimetría infor-
mativa, explotan condiciones de vulnerabilidad económica y se benefician de 
vacíos regulatorios propios del entorno digital. Se identificaron cuatro patrones 
de afectación recurrente: asimetría informativa, vulneración del habeas data, 
desequilibrio contractual y mecanismos de cobranza potencialmente lesivos. El 
análisis de casos específicos confirma que las sanciones impuestas no han pro-
ducido un efecto disuasorio real, por lo tanto, se propone fortalecer la supervi-
sión tecnológica en tiempo real, la cooperación interinstitucional y la educación 
financiera ciudadana como estrategias de protección efectiva.

Palabras clave: préstamos digitales, protección al consumidor, fintech, prácti-
cas abusivas, habeas data.
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Abstract
This paper provides a legal assessment of the operation of so-called “easy 
loan” applications in Colombia within the consumer protection regulatory 
framework, and analyzes the effectiveness of regulatory measures adopted 
against their abusive practices. Through a legal-dogmatic methodology, com-
plemented by descriptive, analytical, and propositional analysis, the applicable 
regulatory framework —particularly Laws 1480 of 2011 and 1581 of 2012— the 
administrative decisions of the Superintendence of Industry and Commerce 
(sic), and recent Constitutional Court rulings were examined. The results show 
that these platforms operate on contractual and technological models that 
deepen informational asymmetry, exploit conditions of economic vulnerabi-
lity, and benefit from regulatory gaps inherent in the digital environment. Four 
recurring harm patterns were identified: informational asymmetry, violation 
of habeas data, contractual imbalance, and potentially harmful collection 
mechanisms. The case-specific analysis confirms that the sanctions imposed 
have not produced a real deterrent effect; accordingly, strengthening real-time 
technological supervision, inter-institutional cooperation, and financial literacy 
is proposed as an effective consumer protection strategy.

Keywords: digital loans, consumer protection, fintech, abusive practices, 
habeas data.
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Introducción
La economía colombiana se estructura bajo el modelo de economía social de 
mercado, el cual reconoce la libre competencia como un derecho fundamental, 
pero al mismo tiempo le otorga al Estado la función de orientar y supervisar la 
actividad económica. En ese marco, el acceso al crédito continúa siendo una de 
las principales barreras para amplios sectores de la población, particularmente 
aquellos en condiciones de vulnerabilidad económica o que carecen de historial 
crediticio (Alarcón, 2018).

En este escenario han surgido con fuerza diversas aplicaciones y plataformas 
digitales que ofrecen préstamos de trámite ágil, conocidas comúnmente como 
“préstamos fáciles”. Estos servicios, que prometen respuestas inmediatas y 
desembolsos en cuestión de minutos, se presentan como una alternativa atrac-
tiva frente a las restricciones del sistema financiero tradicional. Sin embargo, 
detrás de esa aparente solución se esconden prácticas que, con frecuencia, 
desconocen los derechos de los consumidores y desafían el marco legal vigente 
(Pacheco, 2023; Cruz, 2022; Guerrero y Sánchez, 2023).

La pregunta que pretende abordar esta investigación es ¿de qué forma las apli-
caciones de préstamo fácil en Colombia afectan los derechos de los consumi-
dores y qué tan efectivas han resultado las medidas regulatorias implementa-
das para su protección? A partir de este interrogante, se plantea la hipótesis de 
que las sanciones impuestas por la Superintendencia de Industria y Comercio 
(sic) no han sido suficientes para desincentivar las conductas abusivas de estas 
plataformas, como lo demuestran la reincidencia y la creación constante de 
nuevas aplicaciones que evidencian vacíos regulatorios estructurales.

El objetivo general de la investigación consiste en evaluar jurídicamente el fun-
cionamiento de estas plataformas dentro del marco de protección al consumi-
dor y analizar las acciones emprendidas por las autoridades competentes para 
garantizar la defensa efectiva de dichos derechos. Los objetivos específicos son: 
1) analizar el marco regulatorio aplicable; 2) identificar las prácticas contrarias 
al Estatuto del Consumidor; 3) examinar las sanciones administrativas y consti-
tucionales relacionadas; y 4) evaluar si dichas sanciones han logrado modificar 
el comportamiento de las empresas que ofrecen este tipo de servicios.

El análisis jurídico de estas prácticas aporta elementos útiles para el debate 
sobre la regulación de las fintech en Colombia, y contribuye con propuestas 
que fortalezcan la protección del consumidor y garantice un mercado más 
transparente. Asimismo, se subraya la influencia del bajo nivel de educación 
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financiera en la población usuaria, factor que favorece la proliferación de estas 
plataformas y la aceptación de condiciones abusivas sin plena conciencia de sus 
efectos.

Marco teórico y jurídico
Contexto sociofinanciero: la exclusión como motor 
de las fintech de crédito
Al menos cuatro factores confluyen en el auge de las aplicaciones de préstamo 
fácil en Colombia. En primer lugar, el proceso de bancarización ha sido pau-
latino: fue solo hacia el año 2021 cuando el país logró que aproximadamente 
el 60 % de la población adulta tuviera acceso a servicios bancarios formales 
(Banco Mundial, 2021). En segundo lugar, la profundización del acceso a inter-
net ha ampliado la disponibilidad y la demanda de servicios digitales; según el 
dane (2021), el 61 % de los colombianos contaba con acceso a internet y el 25 % 
realizaba transacciones financieras en línea. En tercer lugar, el modelo fintech 
(plataformas virtuales que optimizan el acceso a servicios financieros) ha expe-
rimentado un auge notable: para el 2022 existían 322 fintech en Colombia, con 
negocios estimados en $ 3,7 billones para el 2021 (Arenales, 2022). En cuarto 
lugar, la tradición del microcrédito informal preexiste al auge de internet: la 
cartera de microcrédito en Colombia se estimaba en $ 15,3 billones en el año 
2020 (Semana, 2020).

Esta caracterización revela que los usuarios más vulnerables (estratos 1, 2 y 3 y 
pequeñas empresas) acuden a estas plataformas por su agilidad, pero quedan 
expuestos a condiciones desventajosas. Al respecto, la pobreza monetaria 
alcanzó el 33 % y la pobreza extrema el 11 % en el 2023 (dane, 2024), lo que 
reduce la capacidad de endeudamiento y aumenta el riesgo de sobreendeuda-
miento. En este sentido, Durand (2024) subraya que una parte considerable de 
los consumidores de estas plataformas puede considerarse vulnerable, tanto 
por su situación económica como por su bajo nivel educativo y su limitado 
acceso a información financiera.

Marco normativo aplicable
Las empresas de “préstamo fácil” no realizan captación de recursos del 
público, por lo que no están sujetas al Estatuto Orgánico del Sistema Financiero 
(Decreto 663 de 1993) ni a la supervisión de la Superintendencia Financiera de 
Colombia. Su operación se basa en la colocación de capitales privados directa-
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mente a los usuarios, lo que las ubica bajo el ámbito del Estatuto del Consumi-
dor (Ley 1480 del 2011), el Decreto 1368 del 2014, el Decreto 1074 del 2015 y 
la Circular Única de la sic.

La Ley 1480 del 2011 constituye el eje central de la regulación. Este cuerpo jurí-
dico establece en su artículo 45 estipulaciones especiales para las operaciones 
mediante sistemas de financiación: los artículos 42 y 43 regulan las cláusulas 
abusivas, y el artículo 30 prohíbe la publicidad engañosa. La Ley 2439 del 2024 
introdujo un cambio relevante al disponer que, en las operaciones de crédito 
digitales, los cargos cobrados por el uso de herramientas tecnológicas serán 
considerados como parte del interés total, cerrando así una vía de elusión fre-
cuentemente utilizada por estas plataformas.

En materia de datos personales, la Ley 1581 del 2012, desarrollada en cumpli-
miento del artículo 15 de la Constitución Política, establece el marco jurídico 
para el tratamiento responsable de la información personal. Exige autorización 
previa, expresa e informada del titular y le otorga derechos de consulta, modi-
ficación, actualización y supresión de sus datos. La relevancia de esta norma 
para el fenómeno analizado es central, pues estas aplicaciones acceden de 
forma masiva a contactos, fotografías, ubicaciones y otra información sensible, 
sin justificación proporcional (Monsalve, 2019).

Aportes doctrinales
La doctrina ha identificado diversas dimensiones del problema. Villalba Cuéllar 
(2009) resalta que el derecho del consumo busca corregir los desequilibrios 
estructurales en las relaciones de intercambio y que el usuario de servicios 
financieros digitales enfrenta asimetrías similares a las que esta rama del 
derecho pretende corregir. Por su parte, Villalba y Pérez (2016) señalan que 
las cláusulas abusivas generan un desequilibrio injustificado que la Ley 1480 
del 2011 declara ineficaz de pleno derecho. Lee et al. (2022) advierten que la 
perfección del consentimiento electrónico en contratos B2C presenta riesgos 
significativos cuando no se garantiza la comprensión adecuada de las obligacio-
nes contractuales.

Desde una perspectiva crítica, Restrepo (2023) señala que el acceso al crédito 
no debe evaluarse únicamente en términos de disponibilidad, sino también 
en función de la calidad de las condiciones ofrecidas: la inclusión financiera 
promovida por las fintech puede ser meramente instrumental si se sustenta en 
modelos que favorecen el sobreendeudamiento. Fonseca et al. (2022) demues-
tran que la falta de reglas claras y coherentes genera incertidumbre norma-
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tiva y favorece prácticas desleales similares en distintos sectores digitales. 
Vargas-Chaves (2023) propone trasladar al ámbito de los servicios financieros 
digitales la lógica de la responsabilidad extendida del productor: las platafor-
mas que obtienen beneficio económico de su actividad deben asumir los costos 
sociales derivados de sus prácticas contractuales.

Metodología de investigación
La metodología adoptada es de carácter dogmático-jurídico, complementada 
con herramientas de análisis descriptivo, analítico y propositivo. Se parte del 
examen del contexto social que ha dado lugar al crecimiento de estas plata-
formas, para luego estudiar la respuesta institucional frente a las infracciones 
detectadas.

El proceso metodológico se estructura en tres fases: 1) contraste entre la nor-
matividad vigente y las conductas observables en las plataformas; 2) elabora-
ción de una matriz comparativa que permite identificar los puntos de fricción 
entre la regulación y las prácticas digitales; y 3) interpretación integradora de 
decisiones administrativas y jurisprudenciales a la luz de categorías doctrinales 
del derecho del consumo.

Para la verificación de la efectividad de las sanciones se revisaron: 1) el estado 
de cada empresa en el Registro Único Empresarial y Social (rues); 2) si la 
empresa sancionada continuaba prestando servicios similares a los sancio-
nados; y 3) el estado del pago de las multas en el sistema de recaudos de la 
sic. Adicionalmente, se realizó una revisión sistemática de los términos y las 
condiciones, así como las políticas de privacidad de tres plataformas activas 
(Wadana, Lukiao App y Solventa) para identificar cláusulas potencialmente abu-
sivas, así como un análisis de sus páginas de inicio orientado a detectar posibles 
infracciones en materia de publicidad.

El aporte original de la investigación consiste en la construcción de una tipolo-
gía jurídica propia que clasifica los patrones de afectación al consumidor digital 
en cuatro categorías: asimetría informativa, afectación al habeas data, des-
equilibrio contractual y mecanismos de cobranza potencialmente lesivos. Esta 
tipología no aparece de forma unificada en la doctrina ni en la jurisprudencia 
existente, y surge del proceso metodológico descrito.
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Análisis de prácticas abusivas  
en aplicaciones de crédito digital

Tipología de prácticas identificadas
El análisis de las decisiones de la Corte Constitucional (2023a; 2023b) y de la 
sic permite identificar ocho categorías de prácticas abusivas recurrentes en las 
plataformas de préstamo fácil. La tabla 1 sistematiza estas prácticas junto con 
las disposiciones legales vulneradas.

Tabla 1. Prácticas abusivas identificadas en aplicaciones de préstamo fácil y 
disposiciones legales vulneradas

Práctica abusiva Disposición vulnerada Marco 
normativo clave

Cobro de intereses 
excesivos (usura)

Art. 45, núm. 2; art. 55, lit. c) de la 
Ley 1480 de 2011; art. 2.2.2.35.7 
Decreto 1074 de 2015

Estatuto del 
Consumidor

Cláusulas abusivas en 
contratos de adhesión Art. 42 y 43 de la Ley 1480 de 2011 Estatuto del 

Consumidor

Cobranza agresiva e 
intimidatoria

Arts. 1, 15 y 21 de la Constitución 
Política de Colombia (cpc); Ley 1581 
de 2012

Derechos 
fundamentales; 
Habeas Data

Publicación de 
datos personales sin 
consentimiento

Arts. 8, 9 y 12 de la Ley 1581 de 
2012

Ley de Protección 
de Datos

Falta de transparencia 
sobre costos y 
condiciones

Art. 23 y núm. 4 del art. 45, Ley 1480 
de 2011; arts. 2.2.2.35.5 y 2.2.2.35.6 
Decreto 1074 de 2015

Estatuto del 
Consumidor

Publicidad engañosa Art. 30 de la Ley 1480 de 2011 Estatuto del 
Consumidor

Cobro de comisiones no 
pactadas

Art. 29 de la Ley 1480 de 2011; art. 
2.2.2.35.5 Decreto 1074 de 2015

Estatuto del 
Consumidor

Desconocimiento del 
derecho de retracto Art. 47 de la Ley 1480 de 2011 Estatuto del 

Consumidor

Fuente: elaboración propia con base en la Ley 1480 del 2011, la Ley 1581 del 2012 y el 
Decreto 1074 del 2015.
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Análisis de cláusulas en plataformas activas
La revisión de los términos y condiciones y las políticas de privacidad de las tres 
plataformas seleccionadas (Wadana Finance Colombia s.a.s., Lukiao App s.a.s. 
y Solventa Colombia s.a.s.) permitió identificar disposiciones contractuales que 
podrían considerarse abusivas o contrarias a las normas de protección al consu-
midor vigentes. La tabla 2 sintetiza los hallazgos principales.

Tabla 2. Análisis de cláusulas y prácticas potencialmente abusivas en platafor-
mas de préstamo fácil activas

Plataforma Cláusula / elemento 
analizado

Práctica 
potencialmente 

abusiva

Disposición 
potencialmente 

vulnerada

Wadana

Aceptación por clic; 
débito automático sin 
límite; modificación 
unilateral; notificación a 
terceros

Consentimiento 
informado 
insuficiente; cobros 
indebidos; exposición 
de datos a contactos

Arts. 37, 42, 43 
Ley 1480/2011; 
arts. 8, 9 Ley 
1581/2012

Lukiao App

Modificación automática 
de términos y 
condiciones; débito 
irrevocable; gastos de 
cobranza acumulativos; 
simulador de valores 
aproximados

Publicidad 
engañosa; falta 
de transparencia; 
intereses moratorios 
excesivos

Arts. 23, 30, 42, 
47 Ley 1480/2011; 
art. 9.° Ley 
1581/2012

Solventa

Garantía sobre dispositivo 
móvil; débito irrevocable; 
cobros por mora hasta 
35 % de la deuda; reporte 
amplio a terceros

Cláusulas 
desproporcionadas; 
exoneración total de 
responsabilidad del 
proveedor; vaguedad 
en transferencia de 
datos

Arts. 29, 33, 43 
Ley 1480/2011; 
art. 12 Ley 
1581/2012

Fuente: elaboración propia a partir de los términos y condiciones publicados en 
Wadana.co, Lukiao.com.co y Solventa.co (s. f.).

En los tres casos se identifican patrones comunes: aceptación contractual 
mediante un solo clic sin garantías suficientes de comprensión; autorización 
de débito automático sin límite de monto o sin mecanismo de revocación inme-
diata; cláusulas de modificación unilateral que trasladan el riesgo al consumi-
dor; publicidad que omite información esencial sobre costos reales; y disposi-
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ciones sobre tratamiento de datos que habilitan usos amplios sin especificar 
finalidades ni terceros concretos. Estas prácticas contradicen el principio de 
transparencia e información veraz consagrado en el artículo 23 de la Ley 1480 
del 2011.

Particularmente grave resulta la figura del “cargo por uso de plataforma”, que 
varias aplicaciones utilizan para encubrir intereses que superan la tasa máxima 
legal permitida. La sic (2023b) estableció, en su Circular Única, que estos cargos 
deben computarse como parte del interés total, interpretación reafirmada por 
la Ley 2439 del 2024. Sin embargo, el análisis de las plataformas activas muestra 
que esta distinción todavía no se refleja con claridad en los contratos y la publi-
cidad ofrecida a los consumidores.

La estrategia de elusión regulatoria
La simple revisión de esta actividad en buscadores de internet, así como las 
investigaciones de la sic han establecido que estas empresas utilizan un ropaje 
jurídico aparente: se inscriben con una actividad económica diferente a la que 
realmente realizan (mercadeo por internet, servicios ofrecidos por páginas 
web) cuando su verdadera actividad es el uso de capital privado para su coloca-
ción en forma de créditos. Esta estrategia les permite evadir los controles regu-
latorios y adaptar su estructura jurídica con facilidad cuando son detectadas. La 
capacidad de cambiar de nombre, fragmentar la empresa o trasladar la opera-
ción a nuevas denominaciones erosiona la efectividad de la supervisión estatal 
y dificulta la ejecución de las sanciones impuestas (Vargas-Chaves, 2018).

Análisis jurisprudencial  
y de criterios sancionatorios
Decisiones administrativas de la 
Superintendencia de Industria y Comercio
La sic ha impuesto sanciones significativas a empresas del sector. La tabla 3 
resume los casos analizados, el tipo de sanción y el estado de cumplimiento 
verificado al 19 de septiembre del 2024.
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Tabla 3. Empresas sancionadas y estado de cumplimiento de las medidas 
impuestas

Empresa / 
Aplicación Decisión Sanción 

impuesta Estado al 19/09/2024

bci Empresas s.a.s. 
(Anticipos Express)

Resolución 2425 
de 2015 (sic)

$ 1288,7 
millones

En liquidación; multa casi sin 
pagar ($ 3,7 M abonados); 
app inactiva

Wadana Finance 
Colombia s.a.s.

Resolución 59010 
de 2023 (sic)

$ 628,7 
millones

Activa; matrícula renovada 
2024; multa sin ningún pago

Nanocred Colombia 
s.a.s. (Profin App)

Resolución 2973 
de 2024 (sic)

$ 1326 
millones

Activa en rues; multa 
sin ningún pago; app sin 
presencia operacional 
detectada

Construir Comundo 
s.a.s. (EastBay / 
PopCash)

Resolución 148 
de 2025 (sic); 
Sentencia T-304 
de 2023 (Corte 
Constitucional)

>$ 130 
millones

En liquidación; renovación 
2022; decisión sic emitida 
en 2025

Lukiao App s.a.s.
Sentencia T-584 
de 2023 (Corte 
Constitucional)

Orden de 
investigación 

a la sic

Activa; matrícula renovada 
2023; sin investigación sic 
detectada a la fecha de 
corte

Fuente: elaboración propia a partir de información del rues y del sistema de pago de 
multas de la sic (2024; 2025).

La Resolución n.° 2425 del 2015 sancionó a bci Empresas s.a.s. (Anticipos 
Express) con una multa de $ 1200 millones por aplicar tasas de interés excesivas 
mediante contratos denominados “anticipos de flujos futuros”, que ocultaban 
operaciones crediticias reales para evadir los topes de interés (sic, 2015). La 
investigación determinó que los porcentajes cobrados superaban, en algunos 
casos, 250 veces el límite legal. Al 19 de septiembre de 2024, solo $ 3,7 millones 
habían sido abonados a la deuda total, que con intereses acumulados ascendía 
a más de $ 2529 millones.

La Resolución n.° 59010 del 2023 sancionó a Wadana Finance Colombia s.a.s. 
con $ 628,7 millones por falta de transparencia informativa y cobro de tasas 
por encima de los límites legales. Al corte de verificación, la empresa no había 
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realizado ningún pago y la aplicación continuaba activa ofreciendo “préstamo 
online inmediato sin tarifas ocultas” (sic, 2023). La Resolución n.° 2973 del 2024 
impuso una multa de $ 1326 millones a Nanocred Colombia s.a.s. (profin app) 
por información engañosa, cargos ocultos disfrazados como “cargos por uso 
de plataforma” y publicidad que sugería un supuesto aval de la propia sic. Este 
caso incorporó el concepto de “trampas de la pobreza” para subrayar que el 
sobreendeudamiento compromete no solo la estabilidad financiera del consu-
midor, sino también la de su núcleo familiar (sic, 2024). La Resolución n.°148 
del 2025 culminó la investigación contra construir Comundo s.a.s. (EastBay, 
PopCash, 360 Crédito) con una multa superior a $ 130 millones de por múltiples 
infracciones, entre ellas el desacato de órdenes previas.

Sentencias de la Corte Constitucional
La Sentencia T-304 del 2023 estudió un caso en el que, tras solicitar un crédito 
mediante la aplicación EastBay (Construir Comundo s.a.s.), los contactos tele-
fónicos del accionante recibieron una imagen suya acompañada del texto “se 
busca: fraude y robo”, sin que existiera prueba alguna que sustentara esa acu-
sación. La Corte reafirmó la protección de los derechos al habeas data, buen 
nombre y honra, y señaló que cualquier uso indebido de datos personales, sin 
el consentimiento del titular, constituye una violación de estos derechos funda-
mentales. Sin embargo, ante la ausencia de prueba concluyente que vinculara 
directamente a la empresa con los hechos, la Corte no pudo emitir una orden 
de protección en su contra (Corte Constitucional, 2023a).

La Sentencia T-584 del 2023 analizó la actuación de Lukiao App s.a.s., cuyos 
representantes implementaron estrategias de cobro agresivas: mensajes intimi-
dantes que incluían fotografías de la fachada de la casa de los padres del deu-
dor, visitas domiciliarias y publicaciones en redes sociales que lo calificaban de 
“moroso” o “estafador”. La Corte encontró acreditada la afectación a la intimi-
dad y al buen nombre, y consideró que el afectado se encontraba en una situa-
ción de indefensión frente a la aplicación, dado que los mecanismos judiciales 
ordinarios no ofrecían protección eficaz. Declaró carencia actual de objeto 
por daño consumado y ordenó a la sic investigar la actuación de la empresa 
(Corte Constitucional, 2023b). Este caso ilustra con claridad la forma como el 
tratamiento indebido de datos personales se convierte en un instrumento de 
coacción que transgrede derechos fundamentales de múltiples categorías.
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Discusión de resultados
Los resultados confirman la hipótesis planteada: las sanciones impuestas por 
la sic no han sido suficientes para desincentivar las conductas abusivas. La 
evidencia es contundente: bci Empresas s.a.s. abonó menos del 0,3 % de la 
multa antes de entrar en liquidación; Wadana Finance y Nanocred no realizaron 
ningún pago a pesar de continuar operando; y Lukiao App permaneció activa 
sin que la sic hubiera iniciado investigación formal al corte de verificación. Esta 
situación revela que el sistema sancionatorio colombiano, aunque adecuado 
formalmente, carece de efecto disuasorio real frente a modelos digitales que 
pueden reconfigurarse con facilidad.

El análisis permite identificar tres limitaciones estructurales del marco regu-
latorio actual. Primera, la mutabilidad de las plataformas: su capacidad para 
cambiar de nombre, estructura jurídica o denominación comercial erosiona la 
continuidad de la supervisión. Segunda, la insuficiencia del régimen sanciona-
torio: cuando los beneficios derivados de la operación ilegal superan los costos 
derivados de un eventual proceso administrativo, la lógica económica favorece 
la reincidencia. Tercera, la escasez de denuncias formales: el desconocimiento 
de los derechos, el temor a represalias y la desconfianza en las instituciones lle-
van a que muchos afectados no acudan a los canales de protección disponibles.

Fonseca et al. (2022) señalan que la falta de reglas claras y coherentes en secto-
res digitales favorece prácticas desleales y riesgos para los consumidores. Esta 
reflexión es plenamente aplicable al mercado de préstamos digitales, donde la 
innovación tecnológica evoluciona con mayor rapidez que la regulación comer-
cial. La tensión entre el impulso institucional a las fintech como herramientas 
de inclusión financiera y la necesidad de controlarlas cuando incurren en prác-
ticas abusivas genera una dualidad normativa que beneficia a los operadores 
deshonestos.

El análisis de las cláusulas contractuales de Wadana, Lukiao y Solventa demues-
tra que, incluso después de las sanciones impuestas, las plataformas activas 
mantienen disposiciones que podrían considerarse abusivas. Esto sugiere que 
las correcciones ordenadas por la sic tienen un alcance limitado y no gene-
ran un cambio estructural en las prácticas del sector. Marulanda et al. (2025) 
recuerdan que la Business Judgment Rule no ampara actos ilícitos o negligen-
tes, de modo que las plataformas que incurren en violaciones a la Ley 1480 del 
2011 o a la Ley 1581 del 2012 no pueden escudarse en la autonomía empresa-
rial para eludir su responsabilidad.
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Desde una perspectiva de política pública, la investigación evidencia que la pro-
tección del consumidor en entornos digitales no puede limitarse a la vigilancia 
del clausulado contractual. Requiere incorporar medidas de prevención, edu-
cación financiera, acompañamiento institucional y mecanismos de detección 
temprana de prácticas abusivas. La Corte Constitucional, en la Sentencia T-302 
del 2020, resaltó que el acceso efectivo a la información constituye un derecho 
esencial de los consumidores financieros y que cualquier limitación injustificada 
puede configurar una práctica abusiva (Villalba-Cuéllar y Pérez Forero, 2024). 
Este principio debe operar con particular intensidad en relaciones asimétricas, 
como las que generan estas plataformas.

Conclusiones
Las aplicaciones de “préstamo fácil” en Colombia constituyen una expresión 
particularmente compleja de los retos regulatorios asociados a la digitalización 
del mercado financiero. Su proliferación refleja una reconfiguración profunda 
del ecosistema financiero informal, impulsada por la combinación de avances 
tecnológicos, necesidades sociales insatisfechas y vacíos institucionales que han 
permitido la consolidación de prácticas que vulneran de manera sistemática los 
derechos de los consumidores.

Se confirmó la existencia de cuatro patrones de afectación recurrente que 
constituyen el aporte tipológico original de esta investigación: 

•	 Asimetría informativa, expresada en contratos de adhesión complejos 
aceptados mediante mecanismos de consentimiento instantáneo. 

•	 Afectación al habeas data, mediante la recolección intensiva de informa-
ción sensible sin autorización proporcional y su uso como instrumento de 
coerción en los procesos de cobranza. 

•	 Desequilibrio contractual, derivado de cláusulas que modifican unilateral-
mente las condiciones, limitan la responsabilidad del proveedor o habili-
tan débitos automáticos sin límite. 

•	 Mecanismos de cobranza potencialmente lesivos, que transgreden dere-
chos fundamentales como la intimidad, la honra y el buen nombre.

El sistema sancionatorio colombiano, aunque adecuado desde un punto de 
vista formal, carece de un efecto disuasorio efectivo frente a modelos digitales 
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que pueden reconfigurarse con facilidad. La sanción económica, por sí sola, 
resulta insuficiente para modificar los incentivos del prestador, especialmente, 
cuando los beneficios derivados de la operación ilegal o abusiva superan los 
costos derivados de un eventual proceso administrativo.

En consecuencia, la investigación propone avanzar hacia un modelo de protec-
ción que articule, de manera coherente y sistemática: 

•	 Supervisión tecnológica en tiempo real, que permita detectar y neutrali-
zar plataformas abusivas antes de que su impacto se generalice. 

•	 Cooperación interinstitucional efectiva entre la sic, la Fiscalía General de 
la Nación, la Superintendencia Financiera y las plataformas digitales de 
distribución de aplicaciones. 

•	 Mecanismos de sanción con efecto real, que incluyan la inhabilitación de 
aplicaciones, la responsabilidad personal de los representantes legales y 
medidas de reparación directa a los consumidores afectados. 

•	 Programas estructurados de educación financiera ciudadana, orientados a 
reducir la vulnerabilidad frente a este tipo de ofertas.

La pregunta de investigación encuentra así una respuesta concluyente: las 
aplicaciones de “préstamo fácil” afectan de manera estructural los derechos 
de los consumidores colombianos, y las medidas regulatorias adoptadas hasta 
el momento no han alcanzado un nivel suficiente de efectividad para preve-
nir, corregir o desincentivar estas prácticas. La innovación tecnológica, si bien 
genera oportunidades de inclusión financiera, demanda responsabilidades 
reforzadas por parte de los agentes económicos y del Estado. Solo la articula-
ción coherente de prevención, supervisión, sanción efectiva y educación permi-
tirá construir un escenario en el que la digitalización del crédito no se convierta 
en un mecanismo de reproducción de desigualdades.
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